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Sentencia número 148-2010. Tribunal Aduanero Nacional, San José a las nueve horas con cincuenta y cinco minutos del diecinueve de agosto de dos mil diez.
Conoce este Tribunal del recurso de apelación interpuesto por el señor XXXXXXX  contra la resolución número RES-DN-268-2010 del 18 de febrero de 2010,  emitida por la Dirección General de Aduanas.

RESULTANDO

I. Que mediante resolución número RES-AL-DN-3958-2008 del 24 de setiembre de 2008, notificada el 23 de octubre de 2008, la Aduana de Limón dicta el acto final del procedimiento ordinario contra el importador XXXXXXX.  y la Agencia de Aduanas XXXXXXX., modificando la clasificación arancelaria de la mercancía nacionalizada con la  declaración aduanera de importación número XXXXXXX de 25 de octubre de 2007 de la Aduana de Limón, descrita como “CABEZAL MACK”, 1994 en la posición arancelaria 8701.20.00.00 a la 8704.22.90.00 toda vez que se trata en realidad de un CHASIS CON CABINA O TRUCK, según el criterio emitido por el Departamento Técnico de la Aduana con dictamen Nº 0793-08 de 25 de abril de 2008, el libro especializado Blue Book para dicho tipo de vehículos, la información del GATES CORPORATION adjunta al expediente y la Regla General de Interpretación Nº 1 del Sistema Arancelario Centroamericano.  Dicho cambio implicó una modificación en la obligación tributaria aduanera, diferencia de impuestos que ascienda a ¢1.434.774,76.  (ver folios 35-39) 
II. Que no consta en expediente que los interesados hayan interpuesto dentro del plazo de ley, los recursos ordinarios procedentes, no obstante la indicación expresa de la Aduana en al acto final  en ese sentido, según se evidencia  a folio 39.

III. Con resolución Nº RES-AL-DN-647-2009 del 17 de febrero de 2009, notificada el  20 de marzo de 2009, la Aduana de Limón con base en los artículos 150, 239, siguientes y concordantes de la Ley General de la Administración Pública, 169 y 170 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, concede a la Agencia de Aduanas XXXXXXX S.A., en su calidad de agencia de aduanas y como representante del importador XXXXXXX S.A., un plazo de 15 días para que normalice su situación, depositando mediante entero a favor del Fisco el monto de ¢1.434.774,76 por tributos aduaneros  y la suma de ¢107.293,20 por concepto de intereses hasta el 9 de febrero de 2009, conforme con el artículo 61 de la LGA, para un total de ¢1.542.067,97, por la mercancía nacionalizada con la  declaración aduanera de importación número XXXXXXX de 25 de octubre de 2007 de la Aduana de Limón.  (ver folios 41- 44)

IV. Mediante escrito presentado ante la Aduana el 04 de mayo de 2009, el señor XXXXXXX, en su condición de agente de aduanas de la Agencia de Aduanas XXXXXXX S.A., interpone incidente de nulidad absoluta contra la resolución Nº RES-AL-DN-647-2009 del 17 de febrero de 2009, exponiendo sus argumentos de fondo en contra de la reclasificación efectuada, esencialmente cuestionando la validez de lo actuado, en tanto estima que la Aduana le ha causado indefensión, por cuanto el ajuste realizado no está motivado en hechos o razonamientos contundentes, sino que se sustenta únicamente en lo dispuesto por el libro especializado Blue Book  y la información del GATES CORPORATION,  sin que exista una fundamentación jurídica de lo actuado, ni tampoco una verificación física del vehículo para determinar las características físicas de la mercancía,  o consultas en el país de exportación de la mercancía, entre otros elementos probatorios, es decir, no ha existido en el presente caso una demostración fehaciente de la especie fáctica, sino que es paupérrima la prueba existente en expediente, sin que se buscara la verdad real de los hechos que motivaron el procedimiento, en clara violación del principio de legalidad, siendo que se le generó indefensión y con ello violación del debido proceso. (ver folios 45-56) 
V. Mediante resolución número RES-AL-DN-2501-2009 del 22 de junio del 2009, la Aduana declara inadmisible la gestión presentada por haberse interpuesto extemporáneamente y confirma lo actuado con resolución RES-AL-DN-647-2009 del 17 de febrero de 2009, por cuanto  el artículo 195 de LGA está derogado y no existen en nuestro ordenamiento jurídico incidentes autónomos de nulidad contra las resoluciones, sino que las nulidades deben alegarse en los recursos establecidos, por lo que no se puede entrar a considerar incidentes de nulidad presentados en forma separada o autónoma del respectivo recurso que cabe contra las resoluciones.  Además señala la Aduana que el escrito presentado no reúne las condiciones o formalidades para ser considerado como un recurso, por lo que será conocida como gestión, pero que la misma no fue presentada dentro del plazo.  Por ello se declara inadmisible la gestión.  (ver folios 57-60).
VI. Con resolución RES-DN-268-2010 del 18 de febrero de 2010, la Dirección General de Aduanas, resuelve otorgar a la Agencia de Aduanas recurrente, un plazo de tres días hábiles para el pago de la sanción establecida en el acto final, supra citado, por la suma de ¢1.542.067,97, indicándole que una vez transcurrido dicho plazo se ordenará  la inhabilitación de toda actividad aduanera a la Agencia de Aduanas  XXXXXXX S.A., para lo cual se harán las comunicaciones respectivas a los Departamentos correspondientes y a las aduanas del país para que no se tramite ninguna operación aduanera a dicho auxiliar. (ver folios 63-67).
VII. Con escrito recibido en la Dirección General de Aduanas el 15 de abril de 2010, el señor XXXXXXX, quien dice actuar como apoderado generalísimo de la Agencia recurrente interpone recurso de reconsideración y apelación contra la resolución RES-DN-268-2010 del 18 de febrero de 2010, manifiesta que no obstante estar en total desacuerdo con el pago ordenado por la DGA, realizó el depósito requerido bajo el número 09050956 del Banco de Costa Rica, como un acto de buena fe y reitera su planteamiento de oposición  respecto a las pretensiones de la administración aduanera, solicitando se deje sin efecto lo actuado por la Aduana de Limón y por ende lo dispuesto en la resolución RES-DN-268-2010 del 18 de febrero de 2010, y se le reintegre el monto pagado de más por la suma de ¢1.542.067,97. (ver folios 85-93)
VIII. A través de la resolución RES-DN-627-2010 del 19-4-2010, la Dirección General de Aduanas, tiene por demostrado el pago referido en el resultando anterior, indicando que en razón de ello, no procedió con la inhabilitación ordenada y respecto de los recursos presentados declara inadmisible el recurso de reconsideración, por corresponder la resolución impugnada a la fase de ejecución de un acto firme en cuyo caso no cabe la fase recursiva y emplaza al recurrente ante este Tribunal. (ver folios 96-100)
IX. Con providencia Nº 034-2010 del 7 de julio de 2010, debidamente notificada vía fax, según la solicitud de la parte recurrente, el 7 de julio de 2010, la juez instructora de este Tribunal, solicita al señor XXXXXXX, quien dice ser Representante Legal con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la Agencia  de Aduanas interesada, se sirviera aportar original de personería jurídica notarial o registral o poder suficiente, extendido por el representado, Agencia de Aduanas  XXXXXXX  S.A., que lo faculte para actuar en su representación. (ver folios 102-104)
X.  Que no obstante el requerimiento de este Tribunal, no consta en expediente que a la fecha, el recurrente  haya cumplido con la prevención realizada, según se indica en la certificación realizada por el Juez Instructor del Tribunal, a las ocho horas con cincuenta y cinco minutos  del 19 de agosto de 2010.   De igual forma tampoco consta en expediente que la agencia interesada se haya apersonado a expresar sus alegatos ante esta Sede. ( ver folio 129)
XI. En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones legales.

Redacta la Licenciada Contreras Briceño; y,

CONSIDERANDO
I. Objeto de la litis: La oposición de la Agencia de Aduanas XXXXXXX  S.A., al pago de la suma de ¢1.542.067,97, cuyo cobro se le exigió con las resoluciones Nº RES-AL-DN-647-2009 del 17 de febrero de 2009, de la Aduana de Limón y Nº RES-DN-268-2010 del 18 de febrero de 2010, bajo el apercibimiento de inhabilitación de toda actividad aduanera, deuda generada en proceso ordinario de modificación de la clasificación arancelaria de la mercancía nacionalizada con la declaración aduanera de importación número XXXXXXX  de 25 de octubre de 2007 de la Aduana de Limón, descrita como “CABEZAL MACK”, 1994 en la posición arancelaria 8701.20.00.00 a la 8704.22.90.00 toda vez que se trata en realidad de un CHASIS CON CABINA O TRUCK, según el criterio emitido por el Departamento Técnico de la Aduana con dictamen Nº 0793-08 de 25 de abril de 2008, el libro especializado Blue Book para dicho tipo de vehículos, la información del GATES CORPORATION adjunta al expediente y la Regla General de Interpretación Nº 1 del Sistema Arancelario Centroamericano.  Indica la Agencia afectada que dicho pago fue realizado, no obstante estar en total desacuerdo con el mismo, mediante depósito requerido bajo el número 09050956 del Banco de Costa Rica, como un acto de buena fe y reitera su planteamiento de oposición respecto a las pretensiones de la administración aduanera, solicitando se deje sin efecto lo actuado por la Aduana de Limón y por ende lo dispuesto en la resolución RES-DN-268-2010 del 18 de febrero de 2010, y se le reintegre el monto pagado de más por la suma de ¢1.542.067,97.
II. Inadmisibilidad del Recurso: El artículo 208 de la Ley General de Aduanas, ordena al Tribunal ajustar su actuación al procedimiento y las normas de funcionamiento previstas en esta Ley y supletoriamente en las normas de procedimiento del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, ordenamiento legal que a su vez suple lagunas procesales con las normas de la Ley General de la Administración Pública y del Código Procesal Civil, según reza el artículo 163 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

En concreto la Ley General de Aduanas no regula la capacidad procesal de las partes en el procedimiento, razón por la cual se debe suplir esa laguna normativa con el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, propiamente en sus artículos 133, 163, conforme lo señalan los artículos 208 y 272 de la Ley General de Aduanas.  Siendo que el  artículo 133 dispone:
 “Personería. En todas las actuaciones los interesados pueden actuar personalmente o por medio de sus representantes debidamente autorizados por ellos.  Quien invoque una representación debe acreditar su personería en forma legal, sea por medio de un poder suficiente o una autorización escrita debidamente autenticada, extendida por el representado” (En igual sentido regulan la capacidad procesal de la parte en los procedimientos administrativos los artículos 275, 282, 283 de la Ley General de la Administración Pública)

Por su parte haciendo referencia al Código Procesal Civil, también recoge el deber a cargo del que invoque la representación puesto que debe demostrarla en el caso donde la alegue. En este sentido citamos el artículo 103 que dice: “Comprobación de la capacidad. Los representantes deberán demostrar su capacidad procesal en la primera gestión que realicen.”

Así las cosas siendo que la providencia Nº 034-2010 del 7 de julio de 2010, debidamente notificada, no fue cumplida en la especie por la persona que venía alegando tener la representación de la Agencia de Aduanas XXXXXXX S.A, ello obliga al Tribunal a resolver conforme la documentación que consta en el expediente, de la que se desprende la falta de acreditación o comprobación de la representación alegada por el señor XXXXXXX, a pesar de que fue requerida en forma expresa el documento solicitado y con ello demostrar la capacidad procesal que alegaba tener en su escrito de interposición de los recursos ordinarios, razón por la cual debe declarar inadmisible el recurso de apelación.  
No obstante, considera el Colegiado que en virtud del principio de transparencia, respeto al debido proceso, el derecho de defensa del recurrente y tomando en cuenta que los recursos administrativos tienden no solo a la protección del recurrente sino también a la defensa de la norma jurídica objetiva, con el fin de respetar el principio de legalidad y justicia en el funcionamiento administrativo, señala este Tribunal a la Agencia recurrente, que conforme con lo dispuesto en el art. 31 del Código Procesal Contencioso Administrativo, vigente desde el 01-01- 2008, puede acudir a la instancia judicial a impugnar el acto que considera lesivo, toda vez que actualmente el ejercicio de los recursos ya no constituye un presupuesto necesario para la posterior impugnación en vía jurisdiccional, pues de conformidad con lo prescrito por el numeral supra señalado, ya no se requiere agotar todas las instancias administrativas para poder acceder a la citada sede, en virtud de que el agotamiento de la vía administrativa es facultativo, salvo para lo dispuesto en los artículos 173 y 182 de la Constitución Política.
POR TANTO

Con fundamento en los artículos 204, 204 bis, 205 y 208 de la Ley General de Aduanas, por unanimidad se declara inadmisible el recurso. Remítase el expediente a la oficina de origen. 
Notifíquese 
Loretta Rodríguez Muñoz

Presidenta

Xinia Villalobos Orozco


Alejandra Céspedes Zamora

Shirley Contreras Briceño


Franklin Velázquez Díaz

Elizabeth Barrantes Coto 


Dick Reyes Vargas
Nota del licenciado Reyes Vargas. Si bien comparte el suscrito la parte dispositiva de la presente resolución es con sustento en las siguientes consideraciones.

Como bien señala el encabezado de la presente resolución el recurso que llega a esta instancia para su conocimiento lo es contra la resolución del Director General de Aduanas número RES-DN-268-2010 del 18 de febrero del 2010. Dicha resolución lo es una de ejecución del acto final del procedimiento número RES-AL-DN-3958-208 del 24 de setiembre de 2008 de la Aduana de Limón.
En efecto conforme se desprende del folio primero, la interesada XXXXXXX  en su calidad de agente de aduana y en representación de su comitente  la sociedad XXXXXXX. cédula XXXXXXX ejerce el derecho que le confiere el numeral 90 de la Ley General de Aduanas, LGA e incoa procedimiento con el fin de que se revise y modifique la determinación del adeudo tributario correspondiente a la declaración aduanera a la importación número XXXXXXX  del  25/10/2007, en su elemento descripción de la mercancía.

Mediante resolución número RES-AL-DN-1197-2008  del 11/04/2008, adicionada con la resolución número RES-AL-DN-1512-2008 del 28/04/2008, visibles a folios 20-22, la Aduana de Limón acoge la solicitud de revisión y modifica la determinación del adeudo tributario de la declaración de cita, lo que genera una diferencia en el monto de los tributos a pagar y no cancelados a favor del Fisco por la cantidad de ¢1.434.774,76.

Que posteriormente,  mediante resolución número RES-AL-DN- 2459-2008, (folios 31-34) la Aduana de Limón decide iniciar nuevo procedimiento ordinario contra las sociedades XXXXXXX en su calidad de agente de aduana y representación de su comitente  la sociedad XXXXXXX S.A. cédula XXXXXXX para revisar y modificar la determinación del adeudo tributario correspondiente a la declaración aduanera a la importación número XXXXXXX del  25/10/2007, en su elemento descripción de la mercancía. Dicho procedimiento lo concluye la Aduana de Limón con la resolución número RES-AL-DN-3958-2008 del 24/09/2008 (folios 35-39) que dispone modificar la descripción de la mercancía, su clasificación arancelaria y consecuentemente la liquidación del adeudo tributario determinado una diferencia en el monto de los tributos a pagar y no cancelados a favor del Fisco por la cantidad de ¢1.434.774,76 tal como reseña la presente resolución en el primero de los resultandos.  Contra dicho acto final los interesados no interpusieron recurso alguno tal como se recoge en el resultando II ibídem. Así las cosas, la vía administrativa se vio agotada por la inexistencia de los recursos procedentes y por ello resulta el Tribunal incompetente para conocer de lo resuelto. Sobre el punto, entre otras, el Tribunal en su resolución número 205 del año 2009 consideró:

“Asimismo, el Tribunal Aduanero Nacional, está constituido para agotar la vía administrativa, como órgano de última instancia, conociendo de los recursos que se interponen contra los actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas.  Tal afirmación se desprende claramente del artículo 205 de la Ley General de Aduanas que establece la competencia del Tribunal Aduanero en los siguientes términos:

 “ Créase el Tribunal Aduanero Nacional como un órgano de decisión autónoma, adscrito al Ministerio de Hacienda. Tendrá competencia para conocer y decidir, en última instancia administrativa, los recursos contra los actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas.” (el resaltado no es del original). 

Y precisamente en virtud de que este Tribunal no es el superior jerárquico del Servicio Nacional de Aduanas, sino que por tratarse de la figura de un contralor de legalidad no jerárquico, la facultad de revisar en alzada la legalidad de  aquellos actos viene dada por disposición expresa de la ley y no por su condición de superior, lo que obliga a este Tribunal a ejercer su competencia estrictamente dentro de los límites establecidos por su ley de creación.  Así las cosas, y según la normativa citada, la única forma en que este Tribunal pueda avocarse al conocimiento de un caso, es cuando existe un acto final dictado por la autoridad competente y recurrido dentro de los plazos dispuestos por ley, por cuanto, siendo el Tribunal un órgano con un grado de desconcentración máxima, llamado a agotar la vía administrativa, según la competencia que expresamente le asigna su ley de creación, no podría conocer de otros recursos que no fueran interpuestos contra actos que no tuvieran el carácter de finales o definitivos, es decir, que expresen la decisión o voluntad de la Administración en un determinado asunto, ya sea que resuelven el mismo por el fondo, o bien por la forma, pero que sean definitivos en el tanto ponen fin al procedimiento (aún cuando no sea el acto final), pues constituyen los actos susceptibles de impugnación en sede administrativa o judicial.  Y es que precisamente el efecto jurídico de las sentencias del Tribunal Aduanero, es agotar la vía administrativa y expeditar la vía contencioso administrativa al administrado inconforme, salvo en los casos que por estimar que existen vicios procedimentales, el Tribunal ordene a la Administración reponer el procedimiento con el fin de lograr una “mayor pureza procedimental”.
”
No obstante lo señalado, es claro que el A Quo conserva su competencia para lograr la realización material de lo resuelto, para ello dispone del proceso de ejecución, para gestionar el cumplimiento voluntario o forzoso de sus resoluciones. 

En este sentido, el día 17 de febrero de 2009, casi cuatro meses después de quedar firme el acto final, la Aduana de Limón dicta la resolución número RES-AL-DN-647-2009 del 17/02/2009 mediante la cual conmina a los obligados al pago, a realizar este, de manera voluntaria, en un plazo de 15 días (folios 41-44) (III de los resultandos de la presente resolución). Es, contra dicha intimación al pago o acto de ejecución, y pasado mes y medio desde su notificación, que el señor XXXXXXX en su calidad de Agente de Aduana de la sociedad XXXXXXX  incidenta de nulidad absoluta la resolución que les conmina al pago (folios 45-56) (IV de los resultandos de la presente resolución). Dicha incidencia, tal como se recoge en el V de los resultandos de la presente resolución, es declarada inadmisible mediante la resolución número RES-AL-2501-2009 del 22/06/2010 notificada el 21/07/2009.

Dado que, han transcurrido casi once meses desde la conminación al pago sin que el mismo se verifique, el día 18/02/2010, la Dirección General de Aduanas, mediante resolución número RES-DN-268-2010 notificada el día 10 de abril, realiza una segunda conminación al pago otorgando plazo de tres días, en su defecto le señala se ordenará la suspensión del auxiliar y en consecuencia la suspensión de sus operaciones ante el Servicio Nacional de Aduanas (VI de los resultandos).

Contra esta resolución número RES-DN-268-2010, que realiza la segunda conminación al pago y amenaza con la suspensión del auxiliar y sus operaciones, la interesada interpone los recursos ordinarios de reconsideración y apelación previstos en el numeral 204 de la LGA.

Argumenta la recurrente contra el objeto del procedimiento concluido mediante la resolución RES-AL-DN-3958-2008 del 24/09/2008 y sobre la recurrida se limita a señalar, en el punto cuarto de su escrito, haber realizado el pago del adeudo tributario, pago que solicita le sea acreditado nuevamente cuando se resuelva en su favor el recurso.

La Dirección General de Aduanas, mediante resolución número RES-DN-627-2010 del 19 de abril de 2010 conoce del recurso de reconsideración interpuesto el cual declara inadmisible bajo la consideración de que se trata de un acto de mera ejecución y por ello carente de recurso. No obstante lo resuelto, dentro del segundo de los resultandos hace ver la Dirección General de Aduanas que en razón del pago realizado por la recurrente se tornó innecesario ordenar su suspensión o inhabilitación conforme la resolución impugnada.

Comparte el suscrito la inadmisibilidad del recurso de apelación con sustento en los mismos argumentos sostenidos por él A Quo.

Además, hace ver el suscrito que, conforme se indicó  supra, la resolución recurrida resolución número RES-DN-268-2010, realiza la segunda conminación al pago y amenaza con la suspensión del auxiliar, sin que dicha amenaza se llegue a materializar, como bien lo indica el Director General de Aduanas en el segundo de los resultandos resolución número RES-DN-627-2010 del 19 de abril de 2010, porque se tornó innecesario ordenar su suspensión o inhabilitación en virtud de haber realizado el pago del adeudo tributario. Así las cosas, no existe inconformidad con lo dispuesto en la resolución impugnada número RES-DN-268-2010, sino y como bien manifiesta en sus alegatos el recurrente su inconformidad lo es contra lo señalado en el acto final del procedimiento a saber la resolución número RES-AL-DN-3958-2008 del 24/09/2008. Por lo anterior, el recurso resulta también inadmisible, ante la ausencia de inconformidad alguna contra el acto recurrido.

Finalmente recordar que mediante sentencia número 205 del año 2009 de cita anterior este Tribunal ha señalado que: 

“I.- Objeto del Litigio: El presente asunto se basa en la impugnación que realiza el importador contra el acto de ejecución emitido por la Dirección General de Aduanas en resolución RES-DN-702-2008 del once de abril de 2008 que procura la realización material de pago del adeudo tributario insoluto determinado con la resolución de esa Dirección número RES-DN-1251-07 del 28 de Junio del año 2007 confirmada por el Tribunal Aduanero Nacional mediante sentencia 043 del veintinueve de febrero del año 2008 así como los intereses legales y mediante dicha impugnación pretende además que se reabra el asunto principal, se declare su nulidad, se le exonere de responsabilidad, y se archive el expediente .

II.- Sobre la Admisibilidad del Recurso de Apelación ante este Tribunal: En forma previa revisa este órgano el aspecto de admisibilidad del recurso de apelación interpuesto conforme la Ley General de Aduanas No. 7557, es decir, para determinar si en la especie se cumplen los presupuestos procesales, que son necesarios para constituir un procedimiento válido.  En tal sentido dispone la ley que contra la resolución dictada por la Dirección General de Aduanas, cabe recurso de apelación para ante este Tribunal, el cual debe presentarse dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto impugnado. Es decir, que el recurso debe ser presentado en tiempo, así tenemos que en este caso el acto que se impugna fue notificado el 22 de abril 2008 y el recurso de apelación fue interpuesto el 25 inmediato siguiente (folios 195-197), dentro del plazo legalmente establecido. Además es presentado por el señor …, en su condición de obligado tributario. No obstante haberse cumplido con esos requisitos de procedibilidad, el acto que se impugna en criterio de este Tribunal no tiene recurso ante esta sede razón por la cual la gestión planteada como tal deviene en inadmisible por las razones que de seguido se señalan.

III.- En el caso que nos ocupa, el acto que se recurre deviene de la ejecución de un acto final confirmado mediante  sentencia dictada por este Tribunal, en tanto declaró sin lugar el recurso de apelación contra dicho acto final, al no encontrar vicio de legalidad alguna en el procedimiento,  debiendo la Aduana realizar el cobro correspondiente, de manera que no estamos en presencia de un acto final  o definitivo que permita a este Órgano de Alzada conocer del recurso interpuesto, ya que de conformidad con la naturaleza del acto que se recurre, de mera ejecución, para la realización material del pago, la ley no le otorga recurso, sino la acción de reintegro conforme al numeral 62 de la LGA.

En consecuencia, resulta necesario dejar clara la competencia de esta Tribunal, ya que de conformidad con los artículos 198, 204 y 205 de la Ley General de Aduanas, que otorgan al Tribunal Aduanero Nacional competencia para conocer en última instancia administrativa de los recursos de apelación contra los actos del Servicio Nacional de Aduanas, lo cual es importante resaltar, porque constituye uno de los parámetros a considerar con el fin de determinar la competencia del Tribunal en este caso, es decir, para decidir si por la naturaleza del acto recurrido el expediente puede ser sometido a consideración de este Órgano. 

Asimismo, el Tribunal Aduanero Nacional, está constituido para agotar la vía administrativa, como órgano de última instancia, conociendo de los recursos que se interponen contra los actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas.  Tal afirmación se desprende claramente del artículo 205 de la Ley General de Aduanas que establece la competencia del Tribunal Aduanero en los siguientes términos:

 “ Créase el Tribunal Aduanero Nacional como un órgano de decisión autónoma, adscrito al Ministerio de Hacienda. Tendrá competencia para conocer y decidir, en última instancia administrativa, los recursos contra los actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas.” (el resaltado no es del original). 

Y precisamente en virtud de que este Tribunal no es el superior jerárquico del Servicio Nacional de Aduanas, sino que por tratarse de la figura de un contralor de legalidad no jerárquico, la facultad de revisar en alzada la legalidad de  aquellos actos viene dada por disposición expresa de la ley y no por su condición de superior, lo que obliga a este Tribunal a ejercer su competencia estrictamente dentro de los límites establecidos por su ley de creación.  Así las cosas, y según la normativa citada, la única forma en que este Tribunal pueda avocarse al conocimiento de un caso, es cuando existe un acto final dictado por la autoridad competente y recurrido dentro de los plazos dispuestos por ley, por cuanto, siendo el Tribunal un órgano con un grado de desconcentración máxima, llamado a agotar la vía administrativa, según la competencia que expresamente le asigna su ley de creación, no podría conocer de otros recursos que no fueran interpuestos contra actos que no tuvieran el carácter de finales o definitivos, es decir, que expresen la decisión o voluntad de la Administración en un determinado asunto, ya sea que resuelven el mismo por el fondo, o bien por la forma, pero que sean definitivos en el tanto ponen fin al procedimiento (aún cuando no sea el acto final), pues constituyen los actos susceptibles de impugnación en sede administrativa o judicial.  Y es que precisamente el efecto jurídico de las sentencias del Tribunal Aduanero, es agotar la vía administrativa y expeditar la vía contencioso administrativa al administrado inconforme, salvo en los casos que por estimar que existen vicios procedimentales, el Tribunal ordene a la Administración reponer el procedimiento con el fin de lograr una “mayor pureza procedimental”.
 Además de lo anterior, podría este Tribunal conocer de recursos contra actos que aún cuando no sean finales o definitivos, decidan directa o indirectamente el asunto.

En el caso, la pretensión del recurrente es que se declare la nulidad del procedimiento ordinario, se le exonere de responsabilidad y se archive el expediente es decir pretende la reapertura del procedimiento ordinario el cual ya ha agotado la vía administrativa, como consecuencia del dictado de la sentencia de previa cita, y solo queda expedita la vía jurisdiccional, para que revise la actuación de la Administración. De tal suerte que no tiene competencia este Tribunal para revisar un acto como el presente, como ya lo ha dicho en otros asuntos similares
, advirtiendo que le quedan al recurrente otros remedios procesales, como lo es la revisión del acto y sus correspondientes actuaciones ejecutorias, mediante la vía ordinaria  con sustento en el artículo 62 de la LGA. 

Así en la sentencia 136-2004 expresamente este Tribunal indicó:

“III. Procedencia o Improcedencia del Recurso en el caso concreto.  Cumplidos los requisitos de admisibilidad y temporalidad, y por tratarse de un recurso de apelación por inadmisión, lo que resta por determinar es la procedencia del recurso extraordinario interpuesto ante esta Sede. Al respecto, debe apuntarse que en el presente caso, en razón de la naturaleza jurídica del acto que se impugna, o sea la ejecución del acto final manado de la aduana, efectivamente lleva razón la Aduana Santamaría en señalar que en el procedimiento seguido, ya se agotó la vía administrativa, puesto que la decisión de la Aduana, fue objeto de revisión y confirmación en sentencia por parte del Tribunal al conocer del recurso de apelación, por lo cual se estima que en el presente, al haber hecho uso en tiempo y forma de todos los recursos dispuestos por los artículos 198 y siguientes de la LGA, no se pude por esta vía reabrir el procedimiento para una segunda revisión.  Sin embargo, hace ver este Tribunal, que ante el supuesto de acontecer alguna inconformidad en la forma y medio, utilizado para la realización material del pago mediante la ejecución del acto final en los términos citados en la sentencia del colegiado, y ante el evento de generar roce el asunto de los intereses, según alega el recurrente, podría utilizar otros remedios procesales para ejercer su derecho de defensa. Es así, que se considera, que dada la naturaleza del acto que se impugna, la ejecución del acto administrativo, el mismo deviene en irrecurrible (en tal sentido pueden verse las sentencias 005-2003 que cita la 036-2002 y otras mencionadas en esta), consecuentemente, al no existir denegatoria ilegal del recurso, no queda más que declarar improcedente el recurso de apelación por  inadmisión, confirmándose el acto denegatorio. Igualmente se hace ver que el incidente de nulidad que regulaba el artículo 195 de la Ley General de Aduanas ha sido derogado.”(el resaltado no es del original).

IV.- Así las cosas, estima este Tribunal que lo procedente es declarar inadmisible el recurso por las razones apuntadas. 

POR TANTO

De conformidad con el artículo 91 del Código Aduanero Centroamericano, los artículos 198, 204, 205 y 208 de la Ley General de Aduanas, se resuelve: Por mayoría se declara inadmisible el recurso, ordenando la devolución de los autos a la oficina de origen. Voto salvado de los licenciados Villalobos Orozco, Contreras Briceño y Velásquez Díaz quienes en razón de lo resuelto ordenan continuar con el trámite del expediente para resolver lo que en derecho corresponda.”
Dick Rafael Reyes Vargas
� Voto N°396 de las 15:15 hrs del 4-10-94, Sección Segunda, Tribunal Superior Contencioso Administrativo.


� Voto N°396 de las 15:15 hrs del 4-10-94, Sección Segunda, Tribunal Superior Contencioso Administrativo.


� Ver en igual sentido sentencias del Tribunal Aduanero Nacional No. 133 a 144, 254, 255 del año 2004,








PAGE  
1

